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1. Evolución de los patrones de demanda y principales desafíos para la inserción laboral en el sector público y privado

1.1. Cambios cualitativos y cuantitativos en la demanda desde el sector privado y público

La demanda de capital humano avanzado en ciencia y tecnología (RHCT) proviene tanto del sector público como del sector privado. En ambos sectores, se trata cada vez más de una demanda de naturaleza cambiante. En el sector privado, la globalización y los ciclos de vida de producto más cortos influyen decisivamente en el modo en que se lleva a cabo la I+D y la innovación, y por tanto en la demanda relativa de competencias y de recursos humanos. El desarrollo de las tecnologías de la información y las comunicaciones (TICs) ha llevado a la reorganización de las actividades de investigación, desarrollo e innovación (I+D+I) en muchas empresas, y a la reducción del tamaño de los laboratorios propios en otras, que cada vez más adoptan un modelo en el que las redes, la innovación abierta, el  partnership, la externalización y diversificación de fuentes de conocimiento, juegan un papel importante. Las fuentes de la demanda del capital humano son cada vez más variadas (empresas start-up y spin-offs, empresas transnacionales etc.) y por tanto un desafío para la política educativa es ser capaz de preparar a los graduados en ciencia y tecnología de manera que adquieran las habilidades que requieren estas empresas. También la expansión del sector servicios y de los servicios intensivos en conocimiento han favorecido la demanda de graduados en ciencia y tecnología, una demanda que cada vez es más amplia en lo que a las competencias requeridas se refiere, y en la que cobran importancia, además de las competencias técnicas y científicas, las denominadas “soft skills”, tales como las de comunicación, trabajo en equipo, gestión y comercialización
. 

Uno de los desafíos que deben abordar las políticas destinadas a mejorar la inserción de los RHCT es la reducción de los desajustes entre oferta y demanda de competencias específicas
. Es dudoso que estas habilidades puedan adquirirse en el contexto de una formación o actividad exclusivamente académicas, lo que plantea desafíos y retos para el desarrollo de colaboraciones entre las universidades y las empresas. 

El segundo componente de la demanda es el sector público de investigación, que incluye a las instituciones de educación superior y a los centros públicos de investigación. En muchos países de la OCDE, más de la mitad de los investigadores trabajan en este sector
. Esto implica que existe una reserva importante de conocimientos que puede aplicarse a la ciencia como bien público, y en ese sentido un sector público investigador fuerte puede ser algo positivo. También en el sector público se han producido cambios que afectan a la demanda. La expansión de la educación universitaria en algunos países ha traído consigo el aumento de la demanda de profesores de educación superior. No obstante, en muchos países como Italia, Reino Unido, Estados Unidos, España o Japón, una parte importante de este crecimiento ha sido en forma de contratos temporales y no permanentes. 

Las causas tienen que ver en parte con los cambios en la financiación de la investigación en el sector público desde un modelo dominado por la financiación basal, hacia un modelo en el que se combinan la financiación de proyectos, la financiación en base a resultados, y la financiación por contratos con el sector privado. Todo ello ha tenido efectos en la demanda de investigadores en el sector académico y en los centros públicos de investigación en años recientes, que han tenido que buscar modos de empleo más flexibles (OCDE, 2006a). Sin embargo, hay indicios de que en algunos países se está desarrollando cierta dualidad en los mercados de trabajo académicos. Por una parte, profesores e investigadores con contratos permanentes o con estatus de funcionarios que fueron reclutados en etapas tempranas de sus carreras y, por otra, personal que va pasando por sucesivos contratos temporales, poco remunerados, y que sólo son insertados de modo permanente en etapas posteriores de sus trayectorias profesionales. Estas tendencias están documentadas en países tan distintos como Estados Unidos, Noruega, España, Italia o Finlandia
. 

El postdoctorado, entendido como una posición temporal en la academia, la industria o la administración, cuyo objetivo principal es la formación avanzada en investigación, es una etapa de la carrera claramente diferenciada en algunos países, fundamentalmente Estados Unidos, y muy relevante para algunas disciplinas y áreas de conocimiento. En Europa, aunque no existen datos exactos, los posdoctorados han crecido significativamente en los últimos años, si bien aún representan una proporción pequeña del destino inmediato de todos los doctores que se producen. De acuerdo con un reciente estudio de la Comisión Europea, existen casi 10.000 posiciones postdoctorales financiadas en convocatorias competitivas en los países de la UE, y unas 20.000 en total si se incluyen las que son financiadas por otras vías (Comisión Europea, 2004); su duración media es de dos años, si bien algunos países han puesto en marcha programas de contratos de cinco años para permitir a los post-docs un horizonte de investigación más largo y estable. 

Un buen diseño de los programas de postdoctorado es esencial si se pretende convertir estas posiciones en una etapa de la carrera profesional y académica, donde se crean redes y capital social, y no solamente en un recurso temporal en un contexto de escasez relativa de puestos permanentes, dentro de un contexto de mayor producción de doctores que en el pasado. Algunas cuestiones financieras también son importantes. Por ejemplo, si la financiación de las universidades se realiza fundamentalmente a través de una financiación basal determinada por el número de estudiantes, es difícil que estas organizaciones tengan margen de maniobra para promover este tipo de posiciones investigadoras. En Alemania, por ejemplo, se han creado las “Junior Professorships” para mejorar las perspectivas de carrera y la autonomía de los investigadores jóvenes
. El programa Ramón y Cajal en España es un desarrollo en el mismo sentido, para garantizar la perspectiva a medio plazo de las posiciones postdoctorales, camino de la inserción permanente.

A continuación se aportan algunos datos que sirven para caracterizar cuantitativamente algunas de las tendencias recientes de la demanda de RHCT.

· RHCT como parte del empleo total: Las personas que trabajan en ocupaciones de RHCT representan entre el 25% y el 35% del empleo total en los países de la OCDE. La demanda de este tipo de personal nunca ha sido tan alta, lo que puede reflejar cierto aumento de las actividades intensivas en conocimiento. 

· Crecimiento de la demanda: El empleo de los recursos humanos cualificados en ocupaciones relacionadas con la ciencia y la tecnología ha crecido mucho más que el total del empleo en los países de la OCDE. Tomando el crecimiento del empleo en estas ocupaciones como indicador aproximado de la demanda, este creció un 2,7% en Europa y un 2% en Estados Unidos en la década de 1995-2004. 

· El empleo en el sector de ciencia y tecnología creció, incluso en algunos países en los que el empleo general tuvo una evolución negativa: España en particular, al igual que otros países como Irlanda y Hungría, que partían de niveles bajos de empleo de profesionales y técnicos en ciencia y tecnología, experimentó un crecimiento del empleo de RHCT de más del 6% anual entre 1995 y 2004.

· Importancia del empleo femenino: En muchos casos, este incremento se ha debido a la entrada de mujeres en las ocupaciones del sector de C&T en las que el empleo femenino se ha expandido más rápidamente que el masculino (OCDE 2005, p.54-55).

· Mayor demanda de investigadores: Dentro del amplio conjunto de los RHCT, si analizamos en concreto el grupo que se refiere al personal dedicado a la I+D (y que incluye a investigadores, personal de apoyo y técnicos) también en las últimas dos décadas ha crecido la demanda, pero la demanda de investigadores ha sido mayor que la de personal técnico y de apoyo.  

· Las mujeres aun están subrepresentadas entre los investigadores: Al contrario que en el empleo cualificado en ciencia y tecnología en general, la participación de las mujeres entre el personal investigador sigue siendo baja, muy especialmente en el sector empresarial en las áreas e industrias que tienen que ver con la física, las tecnologías de información y las ingenierías (OCDE 2005, p.59).

· Crecimiento sostenido de la demanda del sector privado: Si bien el sector público ha sido el empleador tradicional del personal investigador en muchos países, el crecimiento del empleo de investigadores en el sector privado ha sido continuado en la década de 1995 a 2003 pero desigual, siendo este crecimiento más intenso en economías pequeñas dentro del contexto de la OCDE como son Nueva Zelanda, México, Portugal, Grecia, Dinamarca o España (OCDE 2005, p. 61). 

· La demanda de recursos humanos se relaciona con el gasto: la intensidad de la demanda de investigadores en el sector privado está fuertemente relacionada con la estructura de los sistemas nacionales de innovación, el rol de los distintos agentes del sistema y su participación en la inversión en I+D+I. La demanda de RHCT está fuertemente vinculada al gasto público y privado en investigación, desarrollo e innovación. Es importante poner en marcha o mantener políticas que mejoren las condiciones de entorno que favorecen tal inversión.

La situación del mercado de trabajo de los RHCT es importante pues afecta al atractivo relativo de las profesiones de ciencia y tecnología, y emite señales que influyen en los incentivos que guían las decisiones individuales de carrera. En general, los licenciados universitarios en ciencia y tecnología tienen mayores tasas de empleo y menores tasas de desempleo que los titulados universitarios en general. También los doctores tienen tasas de desempleo bajas. Más de la mitad del personal investigador trabaja en empresas en la mayoría de los países de la OCDE. Sin embargo, dentro del grupo de los RHCT, las proporciones de aquellos que son demandados por el sector privado y por tanto están empleados en este sector, disminuyen a medida que aumenta la titulación, y, en el caso de los doctores, el porcentaje que trabaja en empresas es reducido, incluso en los países con los mayores niveles de empleo de RHCT en el sector privado
. Los salarios que se pagan a los doctores en el sector privado son en general mayores que los del sector público
, aunque existen diferencias importantes dependiendo de la edad y el estatus. En busca de un alineamiento de las políticas de innovación y empleo, muchos países han puesto en marcha medidas y programas para aumentar el empleo de los RHCT más avanzados en el sector privado como modo de aumentar la capacidad de absorción de conocimiento de las empresas; en la sección 2 se revisan algunos de ellos.

1.2. Principales desafíos para la inserción de los RHCT en el sector público y privado y su conexión con la innovación

Las políticas de RHCT han prestado históricamente más atención al lado de la oferta que al de la demanda. Sin embargo, las medidas enfocadas exclusivamente desde el lado de la oferta no resolverán los problemas de inserción. Es necesaria una visión integrada que alinee las políticas de recursos humanos con las de innovación. Para ello, tiene que haber cierta selectividad en las políticas de oferta. No se trata sólo de garantizar un crecimiento de los recursos humanos del sistema, sino de pensar en que sean utilizados de la manera más eficiente y productiva. Sin embargo hay que señalar que poner el foco en el uso productivo de los recursos no significa en absoluto abandonar la lógica de la calidad y la excelencia como principio rector de las políticas de creación de recursos humanos. Del mismo modo, las políticas de apoyo a la demanda deben diseñarse de modo que contribuyan a un crecimiento real del empleo de los RHCT y su conexión con la I+D+I. A largo plazo deben evitarse programas poco adicionales o con fuertes efectos sustitutivos de la inversión privada. Es decir, las políticas deben ser un incentivo que sea capaz de apalancar esta inversión e influir con el tiempo en el comportamiento estratégico de las empresas. 

Los retos a los que se enfrentan las políticas de inserción de los RHCT varían en función del sector. En el sector público, debido a los cambios en la demanda mencionados anteriormente, la inserción estable y la autonomía como investigador es algo que se consigue cada vez más tarde. Existe por tanto un espacio para políticas que afronten el tema del diseño de las carreras y la formación de equipos de investigación liderados por investigadores jóvenes. Por otra parte, en muchos países, el envejecimiento de las plantillas de profesorado en universidades públicas ha coincidido con una reducción demográfica del número de estudiantes en las instituciones de educación superior. Uno de los desafíos a los que se enfrentan las políticas para favorecer el crecimiento y la inserción del personal de RHCT en el sector público académico es cómo alinear la política de empleo con un fortalecimiento de la segunda y tercera misión de las universidades (la investigación por una parte, y la relación con el entorno económico y social por otra). La vinculación con la industria y la comercialización de los resultados de la investigación académica a través de empresas spin-offs y start-ups, pueden ser fuentes importantes de demanda.

Por otra parte, es prioritario mejorar los niveles de movilidad intersectorial del capital humano avanzado en ciencia y tecnología, especialmente en los niveles más altamente cualificados. Las razones por las que la mayor parte de la demanda de doctores se concentra en el sector público son diversas. Algunas tienen que ver con el hecho de que las empresas, especialmente las dedicadas al desarrollo, han cubierto tradicionalmente sus necesidades de RHCT con licenciados e ingenieros a los que han proporcionado formación en la propia empresa. Otras razones tienen que ver con la forma en la que se diseñan los programas de doctorado, con la escasa o ninguna vinculación empresarial, y con la falta de información disponible para los estudiantes acerca de las oportunidades de empleo en los distintos sectores una vez finalizados sus estudios. Estos servicios de información sobre demanda y oportunidades de empleo puede ser un área interesante de políticas a nivel de las instituciones.

Promover la movilidad de los doctores al sector privado sigue siendo uno de los desafíos importantes de la política de RHCT en su vinculación con la innovación, ya que con dicha movilidad se consigue que el personal altamente cualificado para la ciencia y tecnología esté mejor distribuido entre los agentes del sistema. Las trayectorias profesionales deberán volverse más dinámicas, donde se incluyan periodos de movilidad sectorial y regional, para adaptarse a un modelo distinto del de la carrera lineal y de por vida, ya sea en la academia o en la empresa. Las becas postdoctorales, tradicionalmente diseñadas para tenerlas en una sola institución, normalmente académica, pueden hacerse portables a otras organizaciones, y con ello favorecer ambos tipos de movilidad. También sería conveniente que en los programas de retorno, que muchos países ponen en marcha para favorecer que investigadores formados en el extranjero regresen al país, se incluyese el sector privado como posible destino. Con ello se lograría la transferencia de este capital humano a los sectores productivos, de modo que las empresas del país verían aumentadas sus capacidades de absorción de conocimiento y de innovación.

Por último, uno de los principales retos de la política de inserción de los RHCT es alinearse con la política de innovación. Promover el empleo en las empresas de los recursos humanos altamente cualificados en ciencia y tecnología puede ser un fin en sí mismo. Sin embargo, si se quiere tener un efecto en la inversión privada en I+D+I a medio plazo y en sus resultados, es conveniente diseñar los programas para que sean algo más que medidas de empleo. Esto puede hacerse, por ejemplo, estableciendo el criterio de que los contratos subsidiados se vinculen al desarrollo de un proyecto innovador que esté en el centro de la actividad de la empresa, o a la puesta en marcha de un departamento de I+D, lo cual es de especial importancia para las PYMES. Las iniciativas que promueven la creación de empresas de base tecnológica también son un apoyo indirecto para que aumente la demanda de RHCT.

2. El papel de las instituciones públicas y privadas en el desarrollo de incentivos para favorecer la demanda y la movilidad
 

2.1. Políticas para favorecer la demanda y la inserción.

El partnership público-privado ha sido el marco institucional para muchas de las políticas que han buscado favorecer la inserción de los RHCT en el sector privado. Uno de los programas mejor evaluados en este sentido y que puede ser un ejemplo de “buenas prácticas” es el CIFRE en Francia. Se trata de ayudas de tres años a las empresas que contraten a individuos que estén realizando un doctorado en un centro de investigación externo a la empresa. La empresa firma con ellos un contrato indefinido o temporal de tres años y recibe una subvención anual que cubre una parte considerable del salario. El estudiante-contratado reparte su tiempo de dedicación entre la empresa y el instituto o laboratorio. El objetivo es que el contenido y la orientación de las tesis se vinculen cada vez más a las necesidades de las empresas y contribuir por tanto a que una gran parte de estos recursos humanos altamente cualificados trabajen en el futuro en el sector privado. Los criterios de selección y adjudicación dan mucha importancia a que el punto de partida del tema de tesis sea el desarrollo de la empresa que va a contratarle y que la tesis en sí misma se relacione con las actividades que la empresa lleva a cabo regularmente. El programa ha logrado ampliamente sus objetivos de aumentar el número de doctores en el sector privado. En la actualidad, el 80% de los que han participado en el programa a lo largo del tiempo trabaja en la empresa privada
, y el 12% en el sector público.

Otro ejemplo interesante en la misma línea es el programa danés de “doctorados industriales”, un programa que desde hace casi 40 años otorga subvenciones para trabajar en proyectos definidos por una empresa en colaboración con una universidad. Cada una de las partes recibe financiación y la empresa paga el salario (subvencionado al 50%). El estudiante contratado tiene dos supervisores, uno en la empresa y otro en la universidad. Este programa se ha evaluado en varias ocasiones arrojando resultados positivos: el 72% de los participantes trabajan en el sector privado, y el 8% ha formado su propia empresa. Programas similares, aunque más recientes, existen en España, Reino Unido, Portugal y Canadá, estos dos últimos además extienden las ayudas a los graduados de Maestrías.

Aunque muchos programas de inserción se han centrado en los doctores, existen otros que se orientan a las PYME y que incentivan mediante subvenciones la contratación de graduados o diplomados en tecnología en general, aunque no sean doctores. Este es el caso del programa CORTECHS en Francia, e implica un partnership entre la empresa y un centro de formación para que el tecnólogo contratado desarrolle un proyecto de desarrollo tecnológico. También es el caso del programa francés ARI, destinado a la inserción para la innovación de los RHCT en general, por el que se financia el 50% del coste del contrato el primer año. Todos los ejemplos mencionados tienen en común ser medidas directas basadas en subvenciones, subsidios o becas.

2.2. La vinculación entre el sector público y privado y la movilidad de los RHCT

Los ejemplos de políticas expuestos en el apartado anterior responden en general al objetivo de fomentar el sector empresarial como primer destino laboral de los RHCT tras su graduación como licenciados, masters o doctores. Sin duda, lo que se conoce como “trabajo de entrada” tiene una gran influencia en la carrera posterior de los individuos. Sin embargo, las políticas pueden ir más allá de esta etapa temprana de la inserción, y fomentar la movilidad de los RHCT que ya están ocupados en el sector público, orientándose a eliminar algunas de las barreras que se han detectado en varios países. 

En el siguiente cuadro se dan algunos ejemplos de políticas que tienen su foco en la movilidad y la vinculación. 

Cuadro 1. Movilidad de los RHCT al sector privado: algunos ejemplos de políticas

· Austria: Existen unas ayudas de más 50.000 euros anuales para investigadores que quieran dejar la universidad y trasladarse a una empresa que quiera expandir sus actividades de I+D. Los proyectos deben prepararse conjuntamente entre la universidad y la empresa, que cubre una parte del coste. 

· Holanda: En 2004 se lanzó el programa Casimir, que da subvenciones a las empresas, universidades y centros de investigación para que organicen intercambios de personal investigador en ciencia y tecnología, ya sea junior o senior. La solicitud es tripartita: investigador, centro de investigación y empresa. 

·  Irlanda: Existe una política interesante que consiste en suplementar la financiación para un proyecto ya obtenido por un investigador o grupo de investigación a través de una convocatoria pública, con una cantidad adicional, que debe destinarse a una colaboración con alguna empresa interesada en el proyecto
.

· Reino Unido: Puso en marcha en 2003 el “Partnership para la Transferencia de Conocimiento
”, evaluado muy positivamente. Uno de los aspectos novedosos es que la subvención se da a la organización de investigación para cubrir sus gastos de participación en el proyecto, y la empresa paga al individuo contratado. El proyecto debe ser central para las necesidades de desarrollo de la empresa. La participación en el coste que debe asumir la empresa varía en función de su tamaño: es de un tercio para las PYMEs, y de un 50% para las de más de 250 empleados. El coste medio anual de los proyectos es de 130.000 dólares.

Desde el punto de vista del diseño de los programas que promueven la colaboración del sector público con el privado, financiar equipos en lugar de individuos puede favorecer la vinculación ya que en un contexto de escasez de puestos de trabajo permanentes en el sector académico, algunos miembros del equipo pueden moverse a las empresas. Una vez que se han establecido las redes de colaboración con estas. En este sentido, existe en Dinamarca un programa especialmente destinado a que investigadores jóvenes (con un doctorado de no más de 10 años pero ya insertados de modo permanente) formen equipos de investigación
. 

Persisten sin embargo algunas barreras a la movilidad, sobre todo de los investigadores más senior. Una de ellas se refiere a los marcos legales que regulan la actividad de los investigadores del sector público y su capacidad para contratar con el sector privado, moverse temporalmente a una empresa, o crear la suya propia. Otras se refieren a la escasa portabilidad de los derechos laborales adquiridos en el sector público, como las pensiones, u otros complementos retributivos derivados de su desempeño pasado como investigador o profesor, que pueden ser difícilmente recuperables tras un periodo prolongado en el sector privado. Aunque muchos países apoyan la idea de combinar el trabajo en ambos sectores, sin embargo, con frecuencia existen límites en cuanto a la dedicación o la remuneración. El estatus de funcionario asociado al empleo permanente en muchos sistemas públicos de investigación puede desincentivar también la movilidad al sector privado. La movilidad de los RHCT entre sectores es más probable en aquellos mercados de trabajo caracterizados también por un grado medio-alto de movilidad profesional, lo que se conoce como “job to job mobility” (Eurostat, 2007). Ello no implica necesariamente hablar de desregulación. Recientemente ha surgido en el debate entorno a la movilidad el concepto de “flexicurity”
 basado en la idea de que la flexibilidad y la seguridad no son contradictorias.

Cuadro 2. Algunas recomendaciones prácticas para favorecer la movilidad intersectorial que se proponen en el informe de la Comisión Europea 2006

· Desarrollar programas de formación de grado y de postgrado conjuntos en los que intervenga la comunidad empresarial.

· Formar en habilidades básicas de empleo: gestión, comunicación, equipos, comercialización, etc.

· Proporcionar a los estudiantes de doctorado dos supervisores, uno de cada sector.

· Incrementar las oportunidades de movilidad intersectorial para juniors y seniors a través de prácticas y consultorías respectivamente, publicitando adecuadamente las ofertas de trabajo.

· Favorecer la colaboración a través de becas y fondos para la investigación co-financiados y el establecimiento de oficinas de interfaz.

· Incluir la colaboración entre academia e industria en las evaluaciones de las organizaciones públicas de investigación.

3. La inserción laboral de los recursos humanos en ciencia y tecnología en España
 

3.1.  Situación y evolución general de la oferta y la demanda de recursos humanos para la investigación y el desarrollo

En 2004, la actividad de I+D en España empleaba a 161.933 personas, de las cuales, 100.944 eran investigadores, es decir, el 62% del empleo de I+D había crecido un 132% en quince años, y el de investigadores un 168%, lo que implica que la proporción de investigadores dentro del personal de I+D, que ya era elevada, seguía creciendo (Cotec, 2007). Actualmente, el número de investigadores por cada 1.000 empleados es de 5,6, muy cerca de la convergencia con la media de la UE. Casi la mitad de los investigadores en España trabaja en las universidades, un tercio en el sector privado, y el resto en el sector gubernamental. Es el sector privado el que ha ido aumentando progresivamente su demanda, mientras que en el sector universitario ésta ha disminuido. Sin embargo, en el conjunto de la Unión Europea, como media, uno de cada dos investigadores trabaja en las empresas. Conscientes de este déficit, las políticas de vinculación y transferencia de tecnología españolas han sido habitualmente un elemento esencial de las estrategias gubernamentales en materia de I+D e innovación.

Actualmente en España se gradúan, como media, unos 8.000 doctores al año. En la última década, en España se han graduado casi 65.000 nuevos doctores que se han repartido por áreas científicas y tecnológicas de manera desigual; más de 32.000 doctorados han egresado de ciencias experimentales y medicina, mientras que 7.200 doctores lo han sido en las áreas de ingeniería y tecnología. 

En las últimas dos décadas los estudiantes españoles han elegido doctorarse sobre todo en ciencias naturales y de la salud. En la actualidad, de los más de 8.200 nuevos doctores que se produjeron en el curso de 2003/4, casi la mitad (3.750) son egresados de ciencias experimentales y medicina, poco más de 1.000 obtuvieron un doctorado en ingeniería y tecnología, área de mayor crecimiento de doctorados y que ha duplicado sus tesis doctorales en menos de 10 años. Además de esta evolución favorable de la oferta, también es decisivo que el sistema productivo en su conjunto sea capaz de emplearlos. 

Algunos datos sobre la distribución ocupacional de los doctores y su empleo o inserción en el sistema productivo español en 2001 (Censo de la Población), recogidos en el cuadro 3, pueden dar una idea de la existencia de margen para la intervención pública en la mejora de la distribución sectorial de los doctores, apoyando a la demanda en determinados sectores. 

Cuadro 3. El empleo de los doctores en España: datos ilustrativos

· En España hay 178.535 doctores sobre un total de población de 40 millones y medio de personas.

· Los doctores representan el 0,52% de la población de más de 16 años y un 0,62% de la población de más de 25 años.

· De los 16,33 millones de personas ocupadas en España, en 2001, 145.308, un 0,9% eran doctores.

· Su  empleo se concentra principalmente en dos sectores, el de la educación universitaria y el de la sanidad, en los cuales están empleados seis de cada diez doctores. 

· En el sector de servicios a las empresas y en las administraciones públicas están empleados 30.348 doctores, el 17% del total. 

· Sólo el 5% están empleados en las industrias manufactureras. 

· El empleo de los doctores está fuertemente asociado a la gestión y la dirección, y se concentra en la categoría ocupacional de profesionales, gerentes y directivos. 

· El 6,7% de los doctores que residen en España son extranjeros y provienen fundamentalmente de la Unión Europea y de América Latina.

· En las generaciones jóvenes se ha producido un aumento muy significativo del número de mujeres con titulación de doctor.

En todo caso, si la demanda de investigadores continúa creciendo a buen ritmo, la producción nacional de doctores -especialmente afectada por la reducción drástica en el tamaño de las nuevas generaciones que entran en la universidad- incluso suponiendo que toda ella vaya destinada a fortalecer el sistema de investigación, no parece que pueda ser suficiente para una ampliación y renovación del sistema. Esto plantea la necesidad de importar investigadores y doctores producidos y formados en otros países, cosa que ya ha comenzado a ocurrir, como resultado de la puesta en marcha de algunos de los programas que se examinarán posteriormente. También es decisivo que el sistema productivo en su conjunto sea capaz de emplearlos allí donde pueden producir más ventajas y beneficios, y por lo tanto, la intervención en lo que se refiere a fomentar la movilidad intersectorial y regional es fundamental.

La importancia de los recursos humanos para la I+D+I en los sistemas de innovación está fuera de duda, y más en los países que manifiestan un atraso significativo en esta área. Desde principios de los ochenta, las políticas públicas para la I+D en España y en muchos países de la OCDE se han formulado partiendo de la idea de que estamos en un contexto económico y competitivo internacional, en el que la educación universitaria y la investigación condicionan en gran medida las capacidades de innovación y crecimiento económico de los países a largo plazo. No se trata sólo de que las empresas y los gobiernos inviertan recursos económicos; el entorno empresarial, el marco legal, la política industrial, la política educativa y universitaria, son factores que se conectan para producir sistemas más o menos competitivos y productivos. La alineación de políticas es esencial.

Los recursos humanos en ciencia y tecnología han cobrado importancia y visibilidad política y económica por sus efectos y como condicionantes para la competitividad empresarial. Dos de los desafíos más importantes que ha tenido y aún tiene el sistema español de innovación son, por una parte aumentar los recursos humanos para la I+D en el sector privado, y, por otra, favorecer la creación de una carrera investigadora estable y basada en la calidad en el sector público. 

Los problemas a los que España se ha enfrentado en las últimas décadas con relación a los recursos humanos para la I+D han sido de dos tipos: aquellos relacionados con la oferta y aquellos relacionados con la demanda. Las políticas españolas de recursos humanos de I+D, tradicionalmente gestionadas por el Ministerio de Educación y Ciencia (MEC), han evolucionado de forma secuencial para hacer frente a cambios en el diagnóstico de estos problemas. Las primeras acciones de formación de investigadores comenzaron en los años sesenta, como en otros países, con políticas descentralizadas bajo la responsabilidad directa de los centros públicos de investigación. Eran los propios centros de investigación los que otorgaban becas y ayudas para cubrir los gastos de los becarios en formación en centros españoles o extranjeros. Sólo a partir de los setenta, la creación de la oferta de investigadores y científicos se convirtió en un objetivo político que tuvo su reflejo en la puesta en marcha de un Programa de Formación de Personal Investigador (Programa FPI) centralizado nacionalmente y dotado de considerables recursos financieros. Este programa, que otorgaba becas mensuales durante cuatro años para la realización de tesis doctorales, se consolidó en los ochenta, y en los últimos veinte años, ha beneficiado a más de 20.000 individuos. Son sin embargo, pocas las becas FPI que se han desarrollado bajo la modalidad de doctorado en empresas.

A principios de los noventa, el objetivo del país de recuperar a los investigadores españoles que se habían formado en el extranjero comenzó a adquirir importancia y en consonancia surgieron diversos esquemas de reincorporación de doctores. El cambio fundamental en estas políticas se produjo cuando gradualmente se fueron complementando los programas para aumentar la oferta de investigadores y tecnólogos con acciones orientadas a fomentar su demanda y la movilidad, es decir favorecer su empleo, tanto en el sector público como en las empresas. Se trataba, especialmente en este último caso, de apoyar la demanda de personal altamente cualificado para la I+D y aprovechar los recursos que habían sido creados y que el sistema no estaba utilizando suficientemente. Dentro de estas políticas orientadas a la demanda, se discutirán en este documento tres instrumentos, que por su especial naturaleza y alcance, son los más representativos del enfoque que España ha dado a estas políticas: se trata de la Acción de Incorporación de Doctores a Empresas (IDE) y su continuación, el Programa “Torres Quevedo”, y del Programa “Ramón y Cajal” para la inserción estable de doctores experimentados de cualquier nacionalidad en el sistema público de investigación. También se incluye el “Programa i3”, que forma parte de Ingenio 2010, para incentivar la incorporación e intensificación de la actividad investigadora.

3.2. La Acción IDE y el Programa “Torres Quevedo”: la importancia de la alineación con las políticas de innovación

La Acción de Incorporación de Doctores a Empresas (IDE) se puso en marcha en 1997 e incentivaba a las empresas, mediante ayudas financieras, a contratar doctores de reciente graduación para desarrollar actividades innovadoras. 

Cuando la Acción IDE se puso en marcha, el esfuerzo innovador de las empresas españolas era limitado y había sufrido una caída como consecuencia de la recesión económica de los años anteriores. Aunque ya existían en España políticas de recursos humanos para la I+D, estas becas y contratos normalmente se dirigían a las universidades y centros públicos de investigación. Lo novedoso en este caso es que se trataba de la primera iniciativa pública española para incorporar recursos humanos para la investigación y la innovación tecnológica dirigida exclusivamente al sector privado.

La Acción IDE quería fomentar la innovación en las empresas españolas mediante la incorporación de doctores con capacidad para la investigación y la innovación, cuya misión consistiría en iniciar en la empresa un proceso innovador, reforzar una línea innovadora ya existente, o impulsar la creación de nuevas actividades innovadoras. La Acción IDE también quería que las Oficinas de Transferencia de los Resultados de la Investigación (OTRIs) que existen en universidades, centros públicos de investigación, asociaciones empresariales y centros de innovación y tecnología, funcionasen como vía de conexión entre las empresas y los doctores. 

Se trataba de atraer el interés de doctores jóvenes por el trabajo en el sector privado y el interés de las empresas por los doctores. Cualquier empresa, independientemente del tipo, tamaño, sector o localización geográfica, podía participar. La Acción IDE era flexible y dejaba a la empresa la selección del doctor que quería contratar de modo que las empresas contaban con bastante autonomía en el proceso. El único requisito era que el doctor hubiese obtenido su título como máximo en los seis años anteriores y no tener, ni haber tenido anteriormente, un  contrato en la empresa que proponía contratarlo. 

Las condiciones del contrato y de la ayuda eran sencillas: el contrato del doctor en la empresa tenía que ser de un año como mínimo, y se fijaba también un mínimo salarial, muy próximo al subsidio que la empresa recibía como ayuda. Las ayudas recibidas por la empresa podían renovarse durante un segundo año, si bien en ese caso la cuantía era menor. La idea de fondo de este instrumento era que las empresas experimentasen y conociesen los beneficios de la contratación de doctores y el valor añadido que sus cualificaciones y aptitudes ofrecían, para que una vez finalizado el periodo de vigencia del subsidio mantuvieran al doctor en plantilla. 

La Acción IDE estuvo en marcha entre 1997 y 2001, siendo sustituida entonces por el Programa Torres Quevedo para doctores y tecnólogos. A lo largo de esos cinco años, se adjudicaron 602 ayudas para la contratación de doctores en 371 empresas distintas. En general, los efectos de estos contratos tanto en las trayectorias profesionales de los doctores como en las capacidades innovadoras de las empresas fueron positivos
. Tanto es así, que transcurridos varios años tras el programa, casi 6 de cada 10 doctores permanecían contratados en la misma empresa de forma estable. El programa logró atraer el interés de empresas de diverso tamaño y edad, sin embargo, en la distribución de ayudas por sectores económicos se constató una concentración significativa en empresas farmacéuticas, químicas y de servicios a la I+D, muchas de ellas grandes empresas. Por otro lado, la adicionalidad de las ayudas sobre las contrataciones era susceptible de mejora, ya que, al valorar el programa, muchas de las empresas participantes señalaron que hubiesen contratado igualmente al doctor en ausencia de subsidio.

El Programa Torres Quevedo, que sustituyó a la Acción IDE en 2001 y que está vigente en la actualidad, introdujo importantes cambios y novedades. En primer lugar, amplió la posibilidad de contratar tecnólogos (licenciados o ingenieros) además de doctores. En segundo lugar, en vez de una subvención única para cualquier tipo de empresa y proyecto, se estableció una cuantía de las ayudas ajustable al tipo de organización (gran empresa, pequeña empresa, etc.) y a las tareas asociadas al contrato, más o menos cercanas a la comercialización. Se pretendía así mejorar la adicionalidad del instrumento. Por otra parte, se financiaba un porcentaje determinado del coste total de la contratación, sin mínimos ni máximos salariales. En tercer lugar, se posibilitó la participación de los centros tecnológicos, además de las empresas, y el periodo de subvención se extendió a un máximo de tres años. Por último, se limitó el rango de actividades a desarrollar por los contratados para vincularlas específicamente a la I+D y no genéricamente a la innovación como ocurría con el programa anterior. Entre 2001 y 2005 las empresas mostraron bastante interés por el programa, formulando más de 1.700 solicitudes, de las cuales casi un 70% fueron aprobadas. En total se han subsidiado casi 2.000 contratos de doctores y tecnólogos, y destaca como novedad la intensa participación de los centros tecnológicos
. La tendencia al crecimiento en el uso del instrumento queda reflejada en el creciente número de subsidios otorgados: 343 en 2003, 636 en 2004 y 850 en 2005.

3.3. El Programa Ramón y Cajal

El Programa Ramón y Cajal es uno de los resultados tangibles, quizá el más importante, de la experiencia del desaparecido Ministerio de Ciencia y Tecnología (MCYT). A mediados de 1999, en los procesos participativos tendentes a la elaboración del Plan Nacional de I+D+I (2000-2003), emergió la propuesta de construir un modelo de carrera investigadora, de tipo laboral y no funcionarial, basada en un concepto similar a la tenure track. Así se propuso la creación de una modalidad de contratos laborales para investigadores doctores, financiados con fondos públicos.

Desde el MCYT se abrió un proceso de intercambio y de negociación entre los actores, representados por los vicerrectores de I+D de las universidades españolas, que se desarrolló a lo largo de finales de 2000 y principios de 2001, y concluyó con la primera convocatoria de subvenciones para la contratación de doctores por parte de centros públicos de investigación y universidades, en abril de 2001 para otorgar 800 contratos.

El programa pretendía mejorar los problemas de precariedad laboral de los doctores, y  atraer a aquellos que se encontraban en el extranjero, todo ello con el objetivo de aumentar la capacidad investigadora del sector público con investigadores de excelencia. También se definieron otros objetivos: creación de mercados de trabajo y apoyo a la movilidad
, favorecer que los centros públicos de investigación definiesen sus estrategias de especialización, etc. El objetivo era incorporar 2.000 investigadores al sistema español de I+D por medio de contratos laborales de cinco años para doctores en  universidades y los centros de I+D públicos y privados sin ánimo de lucro, con el objetivo de reforzar la capacidad de los grupos de investigación. Este instrumento intervenía en el ajuste entre la oferta y la demanda de doctores y presentaba importantes novedades con respecto a las políticas anteriores de recursos humanos, centradas en la mera inyección de recursos públicos a los centros a través de becas y contratos vinculados a proyectos de investigación. 

Tres eran, principalmente, las características novedosas del programa (Cruz Castro y Sanz Menéndez, 2005). En primer lugar, para garantizar altos niveles de excelencia, planteaba una selección de los candidatos, competitiva y centralizada a nivel nacional, independiente de los centros que finalmente contratarían a los doctores; en segundo lugar, fomentaba que las organizaciones de investigación definiesen sus áreas prioritarias de especialización; y, por último, establecía la corresponsabilidad financiera entre los centros de I+D y la administración pública, ya que los centros que contratasen a los doctores se comprometían a co-financiar el coste de los contratos en una proporción creciente a lo largo de su duración. De este modo, uno de los objetivos más ambiciosos del programa era contribuir a definir la “carrera investigadora” en el sistema español de I+D, carrera en la que estos contratos representarían el paso previo a la obtención de una plaza fija, a modo de tenure track, con unos salarios competitivos.

El programa ha permitido la contratación de 2.500 doctores, y además ha generado la puesta en marcha de programas similares por parte de los gobiernos regionales. Globalmente ha supuesto una mejora de las condiciones de empleo de muchos doctores que ya estaban trabajando en el sector público en España, y el retorno de muchos investigadores españoles que trabajaban en otros países, fundamentalmente Estados Unidos, pero también en otros países europeos. Por otra parte, a través de estos contratos, y al tratarse de una convocatoria centralizada, el Ministerio ha podido dar prioridad a un número de áreas estratégicas, equilibrando de algún modo la tradicional distribución de los recursos humanos en la I+D española, donde los doctores en ingeniería y tecnología están relativamente poco representados respecto a los doctores en ciencias sociales y humanidades. En la actualidad, una alta proporción de esos investigadores ha obtenido posiciones permanentes en el sistema, aunque algunos reclaman que ciertas universidades no les han proporcionado las oportunidades prometidas para permitirles obtener contratos permanentes durante los cinco años del programa.

El éxito presente y futuro de los contratos Ramón y Cajal como etapa de la carrera investigadora depende, del crecimiento constante de la oferta pública y privada de empleos en el sistema de I+D, y del cambio de algunas prácticas de selección y contratación de las universidades españolas, que con frecuencia continúan basadas en mercados internos de trabajo y en la endogamia (Cruz Castro y Sanz Menéndez, 2006).

 3.4.El programa i3

Se trata de un programa recientemente desarrollado, como parte de las medidas introducidas por el gobierno socialista en 2005 con el programa INGENIO 2010,
 con el objetivo de crear incentivos para asegurar la contratación permanente y la consolidación en plantilla de investigadores de reconocida y acreditada calidad. Lo novedoso es que trata de una política orientada fundamentalmente a incentivar la calidad de la inserción.

El Programa de Incentivación, Incorporación e Intensificación de la Actividad Investigadora (Programa i3) tiene los siguientes objetivos: a) fomentar la incorporación estable de los profesores-investigadores con una trayectoria investigadora destacada, en las Universidades, el Consejo Superior de Investigaciones Científicas (CSIC), y otros Organismos Públicos de Investigación y demás Centros de I+D; b) favorecer la captación o recuperación de investigadores españoles o extranjeros de reconocida experiencia, para su incorporación al sistema español de ciencia y tecnología; c) incentivar la incorporación al sistema nacional de I+D de jóvenes investigadores con alto potencial investigador en grupos emergentes y consolidados; y d) promover la intensificación de la actividad investigadora de los profesores-investigadores permanentes, contribuyendo así a incrementar el número y la calidad de los investigadores y de los grupos de investigación. 

Para la consecución de los objetivos del programa se han instrumentado dos líneas de actuación: línea de incorporación estable y línea de intensificación. Para fortalecer los incentivos a la contratación permanente o a la conversión en funcionarios de acreditados investigadores por parte de las instituciones de investigación, la convocatoria permite el subsidio, por una única vez, de 130.000 a 150.000 euros por cada plaza, funcionaria o laboral, que las universidades o centros públicos de investigación hayan creado en el periodo anterior y que voluntariamente sometan a evaluación nacional. Si la evaluación de los candidatos seleccionados por universidades o centros de investigación es positiva reciben la subvención equivalente a más de tres años de salario, dado que el coste salarial medio anual de un investigador para las instituciones es de unos 40.000 euros. El Programa i3 cuenta con un presupuesto de 130 millones de euros para los primeros tres años, pero aún no ha sido evaluado.

4. Reflexiones finales

En este documento se ha señalado la importancia de las políticas de demanda e inserción de los RHCT. Es preciso, sin embargo,  tener una visión integrada con las políticas de oferta. En ese sentido, es importante, especialmente para los países de América Latina y Caribe, que en muchos casos están en fase de formación y crecimiento de sus sistemas nacionales de I+D+I, aumentar la participación en la educación superior y fomentar su calidad. El apoyo institucional a la educación superior (sobre todo a nivel regional) ha resultado en una expansión espectacular de la universidad española en las últimas dos décadas en términos de número de universidades, titulaciones, estudiantes, doctorados y profesores. Sin esta expansión no hubiera sido posible el crecimiento del sistema de I+D+I. Sin embargo, España ha adoptado un enfoque secuencial, en el que primero ha prestado atención a las políticas de oferta y luego a las de demanda, una vez que afrontaba problemas de inserción y estabilidad. Una de las lecciones a extraer para otros países es la conveniencia de pensar conjuntamente en las necesidades de inserción futura cuando se diseñan programas de expansión de la oferta. Existe un espacio interesante para políticas que afronten el diseño de las carreras profesionales de los recursos humanos empleados en ocupaciones de ciencia y tecnología. Del mismo modo, los servicios de información a los estudiantes sobre demanda y oportunidades de empleo, puede ser un área interesante de políticas a nivel de las instituciones.

Por otra parte, si se quiere mejorar la cantidad y la calidad de la inserción en su relación con la innovación, es fundamental promover la participación de las empresas en el sistema de I+D+I. La demanda de RHCT está fuertemente vinculada a la estructura de los sistemas nacionales de innovación y al peso de los distintos actores. El sistema español de I+D+I aprovecha de forma muy desigual el conocimiento científico y técnico, así como los recursos humanos en ciencia y tecnología. Dos tercios del total de los investigadores españoles trabajan en universidades y centros públicos de investigación, mientras que sólo un tercio está empleado en empresas. El empleo de los RHCT en el sector privado es importante porque este aumenta la capacidad de absorción de conocimiento de las empresas y potencialmente, su colaboración con el sector público y sus resultados innovadores. 

Es importante incentivar a las empresas para que incorporen doctores y tecnólogos a sus plantillas, así como para que colaboren frecuentemente con centros de investigación en proyectos innovadores. Como se ha descrito, algunas de las políticas puestas en marcha en la última década se han orientado a estos objetivos y han contribuido en cierta medida a un aumento progresivo del empleo de investigadores en el sector privado, aunque queda camino por recorrer. Se ha señalado también que la movilidad de los RHCT es más probable en mercados de trabajo con cierta flexibilidad, dinamismo y altos niveles de emprendedurismo. Por tanto, es conveniente para los países de ALC que sus políticas de recursos humanos para la ciencia y la tecnología se alineen no sólo con la de innovación sino también con las políticas de empleo y mercado de trabajo.
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� En esta sección, y con el objeto de contextualizar la situación española, se presentan algunos hechos y tendencias observados en el conjunto de los países de la OCDE. 


� Si bien los RHCT representan un conjunto más amplio, en este apartado se presta atención especial a la parte de este personal que representan los investigadores, por su estrecha relación con la innovación.


� En una empresa multinacional como Siemens, el 50% del trabajo de gestión lo realizan egresados en ciencia y tecnología (OCDE, 2006b). 


� En una encuesta comparativa en doce países acerca de las competencias demandadas a más de 35.000 jóvenes profesionales licenciados en ciencias y tecnología, se muestra como no existen desajustes entre las competencias que se poseen al graduarse y las que se requieren en el trabajo (cuatro años después de la graduación) en lo referido al conocimiento teórico específico del campo. Sin embargo, los desajustes son considerables en cuanto al razonamiento económico, planificación, coordinación y organización. Otro de los resultados interesantes de esta encuesta es que en general los graduados ocupados en el sector privado perciben mayores ingresos que los del sector público, aunque las diferencias varían enormemente entre países, siendo de casi el doble en países como Francia o Alemania, un tercio mayor en los países europeos en su conjunto. En países como Japón, Italia, Holanda o España, las diferencias no son muy grandes (Schomburg, 2005).


� Estas proporciones son mucho mayores en los países de ALC. Siguiendo un patrón que ha cambiado poco desde 1995, pocos investigadores en ALC están empleados en el sector empresarial, a excepción de Chile, que rebasa el 50%. En contraste con el patrón regional, la proporción de investigadores empleados en el sector empresarial aumentó en México y sobre todo en Brasil, donde casi se duplicó entre 1995 y 2003 (BID 2006, p.37).


�( Kergroach y Cervantes, 2006).


� (Behrenbeck, 2006).


� En Estados Unidos sólo un tercio de los doctores en ciencias e ingenierías trabajaba en el sector empresarial en 2001, y en Finlandia, el 80% estaba empleado en el sector público a finales de la década pasada (OCDE 2006, p.104).


� (Oriol, 2007).


� Los ejemplos de esta sección se han seleccionado tras una revisión de los inventarios de políticas recogidos en el Trendchart de Políticas de Innovación y el Erawatch de la Comisión Europea.  El criterio de selección ha sido el interés de su diseño o que hayan sido evaluados positivamente.


� Como referencia, esta cifra es el doble del porcentaje general de doctores que trabajan en el sector privado en Francia, que es del 39%. (Giret y Recotillet, 2004).


� El programa es el “Industrial Partnership Research Supplements”, en marcha desde 2003.


� Knowledge Transfer Partnership, que sustituyó a un programa previo, el Teaching Company Scheme.


� El programa es el “Strategic Programme for Young Researchers”.


� El concepto se acuñó por primera vez en Holanda tras una reforma laboral en 1999. El modelo combina una alta movilidad entre trabajos con medidas de apoyo y protección para los desempleados y medidas activas de mercado de trabajo. No obstante, es importante señalar que este tipo de modelos no son sólo el producto de un diseño político sino que derivan también de procesos institucionales e históricos.


� Para el informe completo ver: (Comisión Europea, 2006).


� Para una visión de las políticas de recursos humanos en el contexto de la evolución de las políticas de ciencia, tecnología e innovación españolas, véase: (Sanz, Cruz y Martínez, 2006).


� Véase la evaluación del programa en: (Sanz Menéndez, Cruz Castro y Aja, 2004).


� Los centros tecnológicos son un tipo de organización que ha crecido mucho en España y en Europa en general. Su misión se centra en la prestación de servicios de I+D+I a empresas de un determinado sector, y su potencial como fuente de demanda de RHCT es muy importante. En España estos centros están muy vinculados a las políticas de I+D+I de los gobiernos regionales. En tales centros, el número de licenciados, ingenieros y doctores contratados no ha dejado de aumentar en los últimos años. 


� Para ser elegible, el programa exige que los candidatos hayan pasado un mínimo de años en un centro distinto al que les pretende contratar; el tiempo ha variado de unas convocatorias a otras.
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